
 

Carrera 11 No. 13-46 de Urumita – La Guajira 
Correo-e: jprmpalurumita@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

DISTRITO JUDICIAL DE RIOHACHA 
JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE URUMITA – LA GUAJIRA 

 
Cuatro (04) de Diciembre del año Dos Mil Veinte (2020). 

 
REFERENCIA:            PROCESO EJECUTIVO SINGULAR 
DEMANDANTE:          FARMOMEDIC LTDA  
DEMANDADO:            E.S.E. HOSPITAL SANTA CRUZ DE URUMITA 
RADICADO:                44-855-40-89-001-2017-00250-00 
DECISIÓN:   NO REPONER EL AUTO DE FECHA 06 DE NOVIEMBRE DE 2020 Y CONCEDER 
EL RECURSO DE APELACIÓN 

 
ASUNTO POR RESOLVER 

Se procede a dictar providencia que en derecho corresponda para resolver el recurso de 
reposición y en subsidio apelación instaurado por el apoderado de la parte demandada contra el 
auto de fecha 06 de noviembre de 2020, la solicitud de títulos judiciales planteada por la 
apoderada de la parte ejecutante, el Oficio de respuesta AE-92267-20 YJ  de Scotiabank Colpatria 
S.A. y la solicitud del Banco BBVA Colombia S.A.;  para lo cual se tendrán en cuenta los 
siguientes…. 
 

ANTECEDENTES 
Por medio de auto de fecha 06 de noviembre de 2020; este despacho decide ratificar y mantener 
las medidas cautelares decretadas mediante las providencias del Veintinueve (29) de noviembre 
del año Dos Mil Diecinueve (2019), del Diez (10) de diciembre del año Dos Mil Diecinueve (2019) 
y del Veintiocho (28) de Enero del año Dos Mil Veinte (2020). 
 
El día 11 de noviembre de 2020 el apoderado de la parte demandada interpone recurso de 
reposición y en subsidio de apelación contra el auto del 06 de noviembre de 2020, en el que 
solicita que revoque todo lo resuelto en los Numerales 1º, 2º, 3º, 5º y 6º del Auto de Fecha 06 de 
Noviembre del 2018 y se ordene el levantamiento de las medidas cautelares ordenadas en esta 
causa toda vez los recursos poseen carácter de inembargables al tener como finalidad la 
prestación del servicio de salud, del recurso se corrió traslado a la parte demandante por el 
termino de ley. 
 
Ahora retorna el proceso a despacho con la constancia secretarial de fecha 04 de diciembre de 
2020, que expresa que la parte no recurrente presenta memorial, y además se recibe solicitud 
de títulos judiciales planteada por la apoderada de la parte ejecutante, el Oficio de respuesta 
AE-92267-20 YJ  de Scotiabank Colpatria S.A. y solicitud del Banco BBVA Colombia S.A.. 
 

CONSIDERACIONES 
 

Problema jurídico planteado. 
El problema jurídico por resolver consiste en establecer sí se debe conceder el recurso de 
Reposición interpuesto por el apoderado de la ejecutada contra el Auto de fecha 06 de noviembre 
de 2020, y en caso de negarse conceder el de apelación que de forma subsidiaria de propuso. 

Tesis que resuelve el problema jurídico planteado. 
El despacho considera que se debe negar el recurso de reposición y conceder el recurso de 
apelación que se interpuso subsidiariamente, ya que, fue una decisión acertada al estar conforme 
al tomada por medio de la decisión recurrida de conformidad con la legislación, la jurisprudencia 
y la doctrina nacional. 
 
Para resolver el problema jurídico planteado, se hace necesario realizar el siguiente análisis: 
Los métodos de impugnación son herramientas esenciales para todas las personas que se 
desenvuelven en el mundo jurídico, pues permiten que las decisiones que han sido 
desfavorables a sus intereses se replanteen, modifiquen, revoquen, aclaren, revisen y demás. 
 
El recurso de reposición es un recurso ordinario muy utilizado contra las decisiones 
administrativas y judiciales, pues se busca que la persona que tomó la decisión evalúe las 
inconsistencias y con base en esto, revoque o reforme la decisión. 
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2.1. Inembargabilidad de los recursos del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud. 

Al respecto, conviene precisar en línea de principio que, el artículo 63 de la Constitución 
Política, prohíbe el embargo de los bienes y rentas de las entidades PÚBlicas, así como los 
bienes de uso PÚBlico de propiedad de la Nación y además aquellos que determine la ley. 

En ese orden, el artículo 19 del Decreto 111 de 1996, señala que “son inembargables las 
rentas incorporadas en el presupuesto general de la Nación, así como los bienes y derechos 
de los órganos que lo conforman”, y seguidamente advierte que, “no obstante la anterior 
inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán adoptar las medidas conducentes al 
pago de las sentencias en contra de los órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos 
para ello, y respetarán en su integridad los derechos reconocidos a terceros en estas 
sentencias.” 

En el mismo sentido, la Ley 715 de 2001, en su artículo 91, señala que los recursos 
pertenecientes al sistema general de participaciones, por su destinación constitucional, no 
pueden ser embargados. Cabe advertir al respecto, que el artículo 48 de la Constitución 
Política, consagra la seguridad social como un servicio PÚBlico, y también prohíbe destinar o 
utilizar los recursos de las instituciones de seguridad social para fines diferentes a ella. 

En concordancia con lo anterior, el Decreto 50 de 2003, en su artículo 8º, establece la 
inembargabilidad de los recursos del régimen subsidiado, y señala que los recursos del 
régimen subsidiado del sistema general de seguridad social en salud, son inembargables. 

A su vez, el artículo 21 del Decreto 28 de 2008, prescribe que los recursos del Sistema General 
de Participaciones son inembargables. 

En el mismo sentido, la Ley 1751 de 2015, estatutaria en materia de salud, en su artículo 25, 
reitera el carácter de inembargabilidad de los recursos PÚBlicos que financian la salud, 
disponiendo además que estos tienen destinación específica y que no pueden ser dirigidos a 
fines diferentes de los previstos constitucional y legalmente. 

Obsérvese como de las normas citadas, se deriva el denominado principio de 
inembargabilidad de los recursos del sistema general de participaciones con destinación 
específica (educación, salud, agua potable y saneamiento básico). 

Ahora bien, el Código General del Proceso, señala lo relativo a los bienes con carácter de 
inembargables, en los siguientes términos: 

“ARTÍCULO 594. BIENES INEMBARGABLES. Además de los bienes inembargables 
señalados en la Constitución Política o en leyes especiales, no se podrán embargar: 1. Los 
bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto General de la Nación o de las 
entidades territoriales, las cuentas del sistema general de participación, regalías y recursos 
de la seguridad social… 

PARÁGRAFO. Los funcionarios judiciales o administrativos se abstendrán de decretar 
órdenes de embargo sobre recursos inembargables. En el evento en que por ley fuere 
procedente decretar la medida no obstante su carácter de inembargable, deberán invocar en 
la orden de embargo el fundamento legal para su procedencia. 

Recibida una orden de embargo que afecte recursos de naturaleza inembargable, en la cual 
no se indicare el fundamento legal para la procedencia de la excepción, el destinatario de la 
orden de embargo, se podrá abstener de cumplir la orden judicial o administrativa, dada la 
naturaleza de inembargable de los recursos. En tal evento, la entidad destinataria de la 
medida, deberá informar al día hábil siguiente a la autoridad que decretó la medida, sobre el 
hecho del no acatamiento de la medida por cuanto dichos recursos ostentan la calidad de 
inembargables. La autoridad que decretó la medida deberá pronunciarse dentro de los tres 
(3) días hábiles siguientes a la fecha de envío de la comunicación, acerca de si procede alguna 
excepción legal a la regla de inembargabilidad. Si pasados tres (3) días hábiles el destinatario 
no se recibe oficio alguno, se entenderá revocada la medida cautelar. 
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En el evento de que la autoridad judicial o administrativa insista en la medida de embargo, la 
entidad destinataria cumplirá la orden, pero congelando los recursos en una cuenta especial 
que devengue intereses en las mismas condiciones de la cuenta o producto de la cual se 
produce el débito por cuenta del embargo. En todo caso, las sumas retenidas solamente se 
pondrán a disposición del juzgado, cuando cobre ejecutoria la sentencia o la providencia que 
le ponga fin al proceso que así lo ordene.” 

Bajo este contexto y teniendo como parámetro la inembargabilidad de los recursos del sistema 
general de participación, y de los bienes y recursos establecida en el numeral primero del 
artículo 594 del C. G. del Proceso, podría concluirse inicialmente que contra los recursos de 
las Empresas Sociales del Estado no procede orden de embargo. 

Igualmente, cabe advertir que también son inembargables los recursos de la seguridad social 
que manejan las Entidades Promotoras de Salud “EPS”, originados en las cotizaciones de los 
afiliados al sistema en cuentas independientes del resto de rentas y bienes de la entidad, 
SEGÚN el parágrafo 1° del artículo 182 de la Ley 100 de 1993, por tratarse de recursos con 
destinación específica y tener el carácter de parafiscal. 

Al respecto, la Corte Constitucional en Sentencia No. SU-480 de 1997, estableció que “el 
sistema de seguridad social en Colombia pudiéramos decir, que es mixto, puesto que lo 
importante para el sistema es que los recursos lleguen y que se destinen a la función propia 
de la seguridad social. Recursos que tienen el carácter de parafiscal. Las cotizaciones que 
hacen los usuarios del sistema de salud, al igual que, como ya se dijo, toda clase de tarifas, 
copagos, bonificaciones y similares y los aportes del presupuesto nacional, son dineros 
públicos que las EPS y el Fondo de solidaridad y garantía administran sin que en ningún 
instante se confundan ni con patrimonio de la EPS, ni con el presupuesto nacional o de 
entidades territoriales, porque no dependen de circunstancias distintas a la atención al afiliado. 
Si los aportes del presupuesto nacional y las cuotas de los afiliados al sistema de seguridad 
social son recursos parafiscales, su manejo estará al margen de las normas presupuestales y 
administrativas que rigen los recursos fiscales provenientes de impuestos y tasas, a menos 
que el ordenamiento jurídico específicamente lo ordene. Por lo tanto, no le son aplicables las 
normas orgánicas del presupuesto ya que el Estado es un mero recaudador de esos recursos 
que tienen una finalidad específica: atender las necesidades de salud. En consecuencia, las 
Entidades nacionales o territoriales que participen en el proceso de gestión de estos recursos 
no pueden confundirlos con los propios y deben acelerar su entrega a sus destinatarios. Ni 
mucho menos las EPS pueden considerar esos recursos parafiscales como parte de su 
patrimonio””. 

A su vez, la Procuraduría General de la Nación en Circular No. 014 del 8 de junio de este año 
señaló que “las cotizaciones son recursos públicos que pertenecen al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud, destinados de forma específica para la prestación de servicios de 
salud, sin que puedan ser destinados a fines diferentes de los previstos constitucional y 
legalmente, y que por ende gozan del atributo de inembargabilidad”. 

De otra parte, el artículo 211 de la Ley 100 define el régimen subsidiado como un conjunto de 
normas que rigen la vinculación de los individuos al Sistema General de Seguridad Social en 
Salud, cuando tal vinculación se hace a través del pago de una cotización subsidiada, total o 
parcialmente, con recursos fiscales o de solidaridad. A su vez el artículo 214 ibídem establece 
los recursos del régimen, a saber: 

“La Unidad de Pago por Capitación del Régimen Subsidiado se financiará con los siguientes 
recursos: 

1. De las entidades territoriales 
 

1. Los recursos del Sistema General de Participaciones para salud, se destinarán 
al Régimen Subsidiado partiendo como mínimo del sesenta y cinco por ciento 
(65%) de acuerdo con el plan de transformación concertado entre el Gobierno 
Nacional y las entidades territoriales hasta llegar al ochenta por ciento (80%) a 
más tardar en el año 2015. En todo caso el 10% del Sistema General de 
Participaciones para Salud se destinará a financiar las acciones en salud pública. 
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El porcentaje restante se destinará a financiar prioritariamente la prestación de 
servicios en aquellos lugares donde solo el Estado está en capacidad de prestar 
el servicio de salud en condiciones de eficiencia y/o subsidios a la demanda, de 
acuerdo con los planes financieros y de transformación de recursos que presenten 
las entidades territoriales, los cuales deberán ser avalados de manera conjunta por 
los Ministerios de la Protección Social y de Hacienda y Crédito Público. 

2. Los recursos obtenidos como producto del monopolio de juegos de suerte y 
azar y los recursos transferidos por ETESA* a las entidades territoriales, que no 
estén asignados por ley a pensiones, funcionamiento e investigación. Estos 
recursos se girarán directamente a la cuenta de la entidad territorial en el fondo de 
financiamiento del régimen subsidiado y se contabilizarán como esfuerzo propio 
territorial serán transferidas directamente por la Nación a través del mecanismo 
de giro directo establecido en la presente ley. 

3. Sin perjuicio de lo previsto en el primer inciso del artículo 60 de la Ley 715 de 
2001, del monto total de las rentas cedidas destinadas a salud de los 
departamentos y el Distrito Capital, se destinarán por lo menos el 50% a la 
financiación del Régimen Subsidiado o el porcentaje que a la entrada en vigencia 
de la presente ley estén asignando, si este es mayor. Estos recursos se 
contabilizarán como esfuerzo propio territorial y no podrán disminuirse serán 
transferidas directamente por la Nación a través del mecanismo de giro directo 
establecido en la presente ley. 

4. Los recursos de regalías serán transferidas directamente por la Nación a través 
del mecanismo de giro directo establecido en la presente ley. 

 

5. Otros recursos propios de las entidades territoriales que hoy destinan o que 
puedan destinar en el futuro a la financiación del Régimen Subsidiado. 

2. Del Fondo de Solidaridad y Garantía (Fosyga) 
 

1. Uno punto cinco puntos (1.5) de la cotización de los regímenes especiales y de 
excepción y hasta uno punto cinco (1.5) puntos de la cotización de los afiliados al 
Régimen Contributivo. 

2. El monto de las Cajas de Compensación Familiar de que trata el artículo 217 
de la Ley 100 de 1993. 

3. Recursos del Presupuesto General de la Nación que a partir del monto 
asignado para el año 2010, que se requieran de manera progresiva para la 
universalización de la cobertura y la unificación de los planes de beneficios, una 
vez aplicadas las demás fuentes que financian el Régimen Subsidiado. 

4. Las cotizaciones que realizarán los patronos al Fondo de Solidaridad cuando el 
trabajador no quiera retirarse del Régimen Subsidiado, en los términos de la 
presente ley. 

5. Los recursos que para tal efecto sean aportados por gremios, asociaciones y 
otras organizaciones. 

3. Otros 
 

1. Recursos definidos por recaudo de IVA definidos en la Ley 1393 de 2010. 

2. Los rendimientos financieros que produzcan las diferentes fuentes que 
financian el Régimen Subsidiado. 

3. Recursos de la contribución parafiscal de las Cajas de Compensación 
Familiar”. 
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Los anteriores recursos, del régimen subsidiado, al tener como destinación específica la 
prestación de los servicios de salud de la población afiliada al Régimen Subsidiado, son 
inembargables. 

En efecto, la Ley 1450 del 16 de junio de 2011, por la cual se expide el Plan Nacional de 
Desarrollo 2010-2014, "prosperidad para todos", señaló en el parágrafo 2° del artículo 275 
que Los recursos que la Nación y las Entidades Territoriales destinen para financiar el 
régimen subsidiado en salud, son inembargables; concordante con el Decreto 4962 de 2011, 
artículo 4. 

En conclusión, los dineros del sector salud, no pueden ser utilizados para fines distintos de 
aquellos a los cuales estén destinados, ni ser objeto del giro ordinario de los negocios de las 
EPS, ni formar parte de los bienes de dichos establecimientos, ni desviarse hacia objetivos 
diferentes; por lo tanto, no podrán ser materia de medida cautelar de embargo. 

Sin embargo, debe tenerse en cuenta que de conformidad con el parágrafo del artículo 594 del 
C. G. del Proceso, la regla de inembargabilidad no connota un carácter absoluto, dado que 
pone de manifiesto las excepciones trazadas en la ley, para que sea operante la medida 
cautelar, la cual debe servir de fundamento a la providencia que así la decrete. 

2.2. Excepciones jurisprudenciales a la inembargabilidad de los recursos del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud. 

Ahora, si bien el legislador con base en el artículo 63 Constitucional, como se dijo ad initio, está 
facultado para expedir por razones de interés general, las normas de inembargabilidad del 
patrimonio que constituye el presupuesto general de la Nación, por ejemplo: para garantizar la 
efectividad de la inversión social de los recursos que conforman el sistema general de 
participaciones; este “principio” no es absoluto, pues de advertirse desproporcionado en 
relación con otros fines superiores o contrario al propósito que pretende satisfacer la 
protección de los bienes, resulta inconstitucional la prohibición. 

Lo anterior, con base en la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional, según la cual el 
principio de inembargabilidad del presupuesto de las entidades y órganos del Estado 
encuentra algunas excepciones, así: (i) cuando se trate de créditos laborales, cuya 
satisfacción se hace necesaria para realizar el principio de dignidad humana y efectivizar el 
derecho al trabajo en condiciones dignas y justas (sentencia C-546 de 1992, línea 
jurisprudencial reiterada en las sentencias C-013 de 1993, C-107 de 1993, C-337 de 1993, 
C-103 de 1994, C-263 de 1994, T-025 de 1995, T-262 de 1997, C-354 de 1997, C-402 de 
1997, T-531 de 1999, T-539 de 2002, C-793 de 2002, C-566 de 2003, C-1064 de 2003 y T-1195 
de 2004); (ii) cuandose trate de sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y el 
respeto de los derechos reconocidos en dichas decisiones judiciales (sentencia C-354 de 1997, 
T-531 de 1999, T-539 de 2002 y C-402 de 1997), y, (iii) cuando se trate de títulos que 
provienen del Estado deudor y que configuran una obligación clara, expresa y actualmente 
exigible (sentencias C-103 de 1994, C-354 de 1997, C-402 de 1997, T-531 de 1999 y T-539 
de 2002). 

Ahora, en sentencia STC-7397 del 07 de junio de 2018, Radicación 634203, M.P. Margarita 
Cabello Blanco, se efectuó una amplia explicación de las fuentes de financiación del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud: 

«(...) las fuentes de financiación del Sistema General de Seguridad Social en Salud, grosso 
modo, son variadas y distintas, y obedecen a rubros ya fiscales ora parafiscales, así: (a) 
Cotizaciones -CREE-; (b) otros ingresos (incluye rendimientos financieros); (c) Cajas de 
Compensación Familiar; (d) Sistema General de Participaciones (SGP); (e) Rentas Cedidas; 
(f) Subcuenta ECAT (SOAT); (g) Subcuenta de Garantía; (h) Excedentes Fin (Adres otrora 
Fosyga); (i) Regalías; (j) Esfuerzo propio; (k) Recursos de la Nación (Ley 1393 de 2010); (l) 
Aportes de la Nación (Fosyga).  

Dichas vertientes, en tratándose del Régimen Subsidiado del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud, son: aportes de solidaridad del régimen contributivo; recursos del Sistema 
General de Participaciones para Salud (SGPS); recursos obtenidos del Monopolio de Juegos 
de Azar y Suerte; recursos transferidos por ETESA a los entes territoriales; recursos propios 
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de los entes territoriales; recursos provenientes de Regalías; recursos propios del Fosyga, hoy 
Adres; recursos del Presupuesto General de la Nación; recursos propios de las Cajas de 
Compensación Familiar; recursos por recaudo del IVA; recursos por recaudo de CREE; 
recursos destinado al financiamiento de regímenes especiales; recursos provenientes de 
Medicina Prepagada, y, recursos provenientes del Sistema de Riesgos Profesionales. 

Por supuesto que el "Sistema General de Participaciones" no es el único cauce financiero del 
cual se nutre el Régimen Subsidiado del Sistema General de Seguridad Social en Salud. 

5.2.2.- En segundo orden, en que a fin de que esos recursos cumplan con la destinación 
específica para la cual son transferidos, el Sistema General de Seguridad Social en Salud 
contempla la existencia de "Cuentas Maestras del Sector Salud" que, conforme al artículo 15 
de la Resolución 3042 de 2007 del Ministerio de Protección Social, con que se reglamentó la 
organización de los Fondos de Salud de los Entes Territoriales, se definen como "las cuentas 
registradas para la recepción de los recursos del SGP en Salud y a las cuales ingresarán la 
totalidad de los recursos de las subcuentas de régimen subsidiado, de prestación de servicios 
de salud en lo no cubierto con subsidios de la demanda y de salud pública colectiva de los 
Fondos de Salud de los entes territoriales". 

A su vez, los "Fondos de Salud", conforme al precepto 4º ejusdem, estarán conformados por 
las siguientes "subcuentas": (a) Subcuenta de Régimen Subsidiado de Salud; (b) Subcuenta 
de Prestación de Servicios de Salud en lo no cubierto con Subsidios a la Demanda; (c) 
Subcuenta de Salud Pública Colectiva; y, (d) Subcuenta de Otros Gastos en Salud. 

A la par, ha de señalarse que los "gastos" de la "Subcuenta de Régimen Subsidiado" son: (i) 
La Unidad de Pago por Capitación del Régimen Subsidiado (UPCS), para garantizar el 
aseguramiento a la población de escasos recursos asegurada a través del Régimen 
Subsidiado, con las Entidades Promotoras de Salud; siempre deberá identificarse si son 
apropiaciones con o sin situación de fondos. (ii) El 0.4% de los recursos destinados a la 
Superintendencia Nacional de Salud para que ejerza las funciones de inspección, vigilancia y 
control de las entidades territoriales, con cargo a los recursos de la Subcuenta de Solidaridad 
del Fosyga, hoy Adres; siempre deberá identificarse si son apropiaciones con o situación de 
fondos. (iii) Hasta el 0.4 % de los recursos del Régimen Subsidiado, destinados a los servicios 
de auditoría y/o interventoría de dicho régimen. (iv) El pago a las Instituciones Prestadoras del 
Servicio de Salud (IPS), del valor correspondiente a los servicios prestados a la población 
pobre no asegurada de la respectiva entidad territorial. (v) El pago a las IPS del valor 
correspondiente a los servicios no incluidos en el Plan de Beneficios a cargo del departamento. 
(vi) La financiación de los Programas De Saneamiento Fiscal y Financiero de las Empresas 
Sociales del Estado, categorizadas en riesgo medio y alto. Y, (vii) la inversión en el 
mejoramiento de la infraestructura y dotación de la red pública de Instituciones Prestadoras 
de Servicios de Salud, en el marco de la organización de la red de prestación de servicios. 

Por demás, debe hacerse claridad que una cosa son las cuentas y subcuentas maestras de 
los entes territoriales (departamentos, distritos o municipios) donde se recauda y giran los 
dineros de la salud, y otras bien distintas las cuentas inscritas de los beneficiarios de pagos 
ante la respectiva entidad financiera de la Subcuenta del Régimen Subsidiado, y es a esta 
última a donde se realiza el pago por trasferencia electrónica.” 

En dicha providencia, también la Corte Suprema de Justicia citó lo ya expresado en CSJ 
AP4267-2015, 29 jul. 2015, rad. 44031, respecto a las “excepciones al principio de 
inembargabilidad" de los dineros destinados a la prestación del servicio público de salud: 

"Si bien es cierto en la providencia C-539 de 2010 la Corte Constitucional indicó haber 
condicionado en la sentencia C-1154 de 2008 la exequibilidad del artículo 21 del Decreto 028 
de 2008 sólo al pago de las obligaciones laborales reconocidas mediante sentencia, también 
en la misma dispuso “estarse a lo resuelto en la sentencia C-1154 de 2008”, de cuyo contenido 
no se advierte que se hubiesen retirado las excepciones al principio de inembargabilidad 
señaladas en las sentencias C-732 de 2002 y C-566 de 2003; todo lo contrario, veamos: 

Destacó la Corte Constitucional en la sentencia C-1154 de 2008, que la jurisprudencia para 
entonces había dejado claro que el principio de inembargabilidad no era absoluto, sino debía 
conciliarse con los demás valores, principios y derechos reconocidos en la Carta Política.  
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Explicó que “la facultad del Legislador también debe ejercerse dentro de los límites trazados 
desde la propia Constitución, como el reconocimiento de la dignidad humana, el principio de 
efectividad de los derechos, el principio de seguridad jurídica, el derecho a la propiedad, el 
acceso a la justicia y la necesidad de asegurar la vigencia de un orden justo, entre otros”.  

Que si bien la “regla general” adoptada por el legislador era la “inembargabilidad” de los 
recursos públicos del Presupuesto General de la Nación, recordó que la jurisprudencia fijó 
algunas excepciones para cumplir con el deber estatal de proteger y asegurar la efectividad 
de los derechos fundamentales de cada persona individualmente considerada.  

La primera de estas excepciones tenía que ver con la necesidad de satisfacer créditos 
u obligaciones de origen laboral con miras a efectivizar el derecho al trabajo en 
condiciones dignas y justas; la segunda, hacía relación a la importancia del oportuno 
pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los 
derechos reconocidos en dichas providencias; y la tercera excepción se daba en el 
caso en que existieran títulos emanados del Estado que reconocieran una obligación 
clara, expresa y exigible. 

Siguiendo esta línea argumentativa, consideró “que el principio de inembargabilidad de 
recursos del SGP tampoco es absoluto, pues debe conciliarse con los demás derechos y 
principios reconocidos en la Constitución”; premisa a partir de la cual indicó que, “las reglas 
de excepción al principio de inembargabilidad del presupuesto eran aplicables respecto de los 
recursos del SGP, siempre y cuando las obligaciones reclamadas tuvieran como fuente 
alguna de las actividades a las cuales estaban destinados los recursos del SGP 
(educación, salud, agua potable y saneamiento básico)”. (Negrillas y subrayas propias). 

A su turno, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en Auto AP 4267-
2015/44031 del julio 29 de 2015, radicado No. 44031, Magistrado Ponente Dr. JOSÉ 
LEONIDAS BUSTOS MARTÍNEZ, señaló que embargar recursos de sistema general de 
participaciones, con base en una de las excepciones jurisprudenciales de la Corte 
Constitucional, no constituye “prevaricato por acción”. Hacia allá, dijo lo siguiente: 

“El “principio de inembargabilidad” de los recursos del Sistema general de participaciones y 
sus excepciones. 

En garantía de los derechos adquiridos -de acuerdo con las leyes civiles- (artículo 58 de la 
Constitución Política), por regla general, toda obligación personal da al acreedor el derecho 
de perseguir su ejecución sobre todos los bienes raíces o muebles del deudor, sean presentes 
o futuros (artículo 2488 del Código Civil). 

No obstante, el Ordenamiento contiene algunas excepciones tanto de raigambre constitucional 
como legal en virtud de lo indicado en el artículo 63 de la Carta Política, el cual señala: 

Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las 
tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine 
la ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables. –Resaltado fuera de texto-. 

Las excepciones de origen legal a la prenda general de garantía que constituye los bienes del 
deudor como respaldo de sus obligaciones, son por ejemplo las establecidas en los artículos 
1677 del Código Civil, 684 del Código de Procedimiento Civil, así como las contenidas en los 
artículos 19 del Decreto Extraordinario 111 de 1996, 18 y 91 de la Ley 715 de 2001, y 21 del 
Decreto 28 de 2008. 

De estos últimos se deriva el denominado principio de inembargabilidad de los recursos del 
sistema general de participaciones con destinación específica (educación, salud, agua potable 
y saneamiento básico). Expresamente señala la normativa citada: 

Decreto 111 de 1996. Artículo 19. Reglamentado por el Decreto Nacional 1101 de 2007. Son 
inembargables las rentas incorporadas en el presupuesto general de la Nación, así como los 
bienes y derechos de los órganos que lo conforman. –Subrayado fuera de texto- 
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No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán adoptar las 
medidas conducentes al pago de las sentencias en contra de los órganos respectivos, dentro 
de los plazos establecidos para ello, y respetarán en su integridad los derechos reconocidos 
a terceros en estas sentencias. 

Se incluyen en esta prohibición las cesiones y participaciones de que trata el capítulo 4º del 
título XII de la Constitución Política. 

(…) 

Ley 715 de 2001. Artículo 18. Administración de los recursos. Los departamentos, los distritos 
y los municipios certificados administrarán los recursos del Sistema General de 
Participaciones en cuentas especiales e independientes de los demás ingresos de las 
entidades territoriales. Estos dineros no harán unidad de caja con las demás rentas y recursos 
de la entidad territorial. Estos recursos, del sector educativo, no podrán ser objeto de embargo, 
pignoración, titularización o cualquier otra clase de disposición financiera. 

Artículo 91. Prohibición de la unidad de caja. Los recursos del Sistema General de 
Participaciones no harán Unidad de caja con los demás recursos del presupuesto y su 
administración deberá realizarse en cuentas separadas de los recursos de la entidad y por 
sectores. Igualmente, por su destinación social constitucional, estos recursos no pueden ser 
sujetos de embargo, titularización u otra clase de disposición financiera. 

Decreto 28 de 2008. Artículo 21. Inembargabilidad. Los recursos del Sistema General de 
Participaciones son inembargables. 

Para evitar situaciones derivadas de decisiones judiciales que afecten la continuidad, 
cobertura y calidad de los servicios financiados con cargo a estos recursos, las medidas 
cautelares que adopten las autoridades judiciales relacionadas con obligaciones laborales, se 
harán efectivas sobre ingresos corrientes de libre destinación de la respectiva entidad 
territorial. Para cumplir con la decisión judicial, la entidad territorial presupuestará el monto del 
recurso a comprometer y cancelará el respectivo crédito judicial en el transcurso de la vigencia 
o vigencias fiscales subsiguientes. 

“(…)”. 

Si bien el Legislador con base en el artículo 63 constitucional, como viene de verse, está 
facultado para expedir por razones de interés general, las normas de inembargabilidad del 
patrimonio que constituye el Presupuesto General de la Nación, por ejemplo: para garantizar 
la efectividad de la inversión socia de los recursos que conforman el sistema general de 
participaciones; este “principio” no es absoluto, pues de advertirse desproporcionado en 
relación con otros fines superiores o contrario al propósito que pretende satisfacer la protección 
de los bienes, resulta inconstitucional la prohibición. 

Ciertamente así lo consideró la Corte Constitucional en sentencias C- 793 de 2002, C-563 de 
2003 y C-1154 de 2008. 

Mediante la primera de las providencias mencionadas fue declarado exequible el 
aparte demandado del artículo 186 de la Ley 715 de 2001, en el entendido de que 
los créditos a cargo de las entidades territoriales por actividades propias del sector 
educación, bien sea que consten en sentencias o en otros títulos legalmente 
válidos, deben ser pagados mediante el procedimiento que señale la ley y que 
transcurrido el término para que ellos sean exigibles, es posible adelantar su 
ejecución con embargo de recursos del presupuesto, en primer lugar los 
destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esta clase 
de títulos, y, si ellos no fueren suficientes, sobre los recursos de la participación 
para educación del sistema general de participaciones. 

En la segunda sentencia –la C-563 de 2003-, fue declarada exequible la expresión 
“estos recursos no pueden ser sujetos de embargo”, contenida en el primer inciso 
del artículo 91 de Ley 715 de 2001, condicionado a que los créditos a cargo de las 
entidades territoriales por actividades propias de cada uno de los sectores a los 
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que se destinan los recursos del sistema general de participaciones (educativo, 
salud y propósito general), bien sea que consten en sentencias o en otros títulos 
legalmente válidos que contengan una obligación clara, expresa y actualmente 
exigible que emane del mismo título, deben ser pagados mediante el 
procedimiento que señale la ley y que transcurrido el término para que ellos sean 
exigibles, es posible adelantar la ejecución con embargo, en primer lugar, de los 
recursos del presupuesto destinados al pago de sentencias o conciliaciones, 
cuando se trate de esa clase de títulos, y, si ellos no fueren suficientes, de los 
recursos de la participación respectiva, sin que puedan verse afectados con 
embargo los recursos de las demás participaciones. 

(…) 

Que si bien la “regla general” adoptada por el legislador era la “inembargabilidad” 
de los recursos públicos del presupuesto general de la nación, recordó que la 
jurisprudencia fijó algunas excepciones para cumplir con el deber estatal de 
proteger y asegurar la efectividad de los derechos fundamentales de cada persona 
individualmente considerada. 

La primera de estas excepciones tenía que ver con la necesidad de satisfacer 
créditos u obligaciones de origen laboral con miras a efectivizar el derecho al 
trabajo en condiciones dignas y justas; la segunda, hacía relación a la 
importancia del oportuno pago de sentencias judiciales para garantizar la 
seguridad jurídica y el respeto de los derechos reconocidos en dichas 
providencias; y la tercera excepción se daba en el caso en que existieran títulos 
emanados del Estado que reconocieran una obligación clara, expresa y exigible. 

Siguiendo esta línea argumentativa, consideró “que el principio de 
inembargabilidad de recursos del SGP tampoco es absoluto, pues debe 
conciliarse con los demás derechos y principios reconocidos en la Constitución”; 
premisa a partir de la cual indicó que, “las reglas de excepción al principio de 
inembargabilidad del presupuesto eran aplicables respecto de los recursos del 
SGP, siempre y cuando las obligaciones reclamadas tuvieran como fuente alguna 
de las actividades a las cuales estaban destinados los recursos del SGP 
(educación, salud, agua potable y saneamiento básico)”. –Resaltado y subrayado 
fuera de texto-. 

De otra parte, ciertamente la sentencia C-1154 de 2008, como lo indicó el apelante, 
señaló que el Acto Legislativo 4 de 2007 da cuenta de “una mayor preocupación 
del Constituyente por asegurar el destino social y la inversión efectiva de esos 
recursos”, lo cual supone fortalecer el “principio de inembargabilidad” de los 
recursos del SGP. 

Sin embargo, aquella premisa también propende por la conservación de alguna 
de sus excepciones, cual es “cuando las obligaciones reclamadas tuvieran como 
fuente alguna de las actividades a las cuales estaban destinados los recursos del 
SGP (educación, salud, agua potable y saneamiento básico)”; pues en esta 
hipótesis con la medida cautelar se garantiza el pago efectivo del servicio para el 
cual fueron dispuestos los recursos. 

Por consiguiente, resulta razonable que los dineros de COOSALUD EPS- S -
girados del SGP-, puedan ser embargados cuando la medida cautelar pretende 
garantizar el pago de obligaciones contenidas en títulos ejecutivos emitidos, 
precisamente, en razón de los servicios de idéntica naturaleza prestados a los 
afiliados del sistema de seguridad social vinculados a la EPS-S, máxime que el 
artículo 21 del Decreto 28 de 2008, hace referencia a la inembargabilidad de los 
recursos del sistema general de participaciones que aún hacen parte del 
presupuesto de las entidades públicas, no cuando ya han sido entregados a las 
EPS. Obsérvese lo señalado en el texto normativo: 

Artículo 21. Inembargabilidad. Los recursos del Sistema General de 
Participaciones son inembargables. 
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Para evitar situaciones derivadas de decisiones judiciales que afecten la 
continuidad, cobertura y calidad de los servicios financiados con cargo a estos 
recursos, las medidas cautelares que adopten las autoridades judiciales 
relacionadas con obligaciones laborales, se harán efectivas sobre ingresos 
corrientes de libre destinación de la respectiva entidad territorial. Para cumplir con 
la decisión judicial, la entidad territorial presupuestará el monto del recurso a 
comprometer y cancelará el respectivo crédito judicial en el transcurso de la vigencia 
o vigencias fiscales subsiguientes. 

Lo contrario -es decir, entender que el “principio de inembargabilidad” cobija los 
recursos de salud ya girados por el Estado a las EPS-S, para los casos de cobro 
mediante procesos ejecutivos contra estas entidades por servicios de la misma 
naturaleza- no se observa razonable, porque si el principio de inembargabilidad 
de los recursos del SGP, como lo tiene reconocido la Corte Constitucional, es 
asegurar el destino social y la inversión efectiva de los mismos, sería 
desproporcionado por carencia de idoneidad, que frente al incumplimiento de las 
empresas promotoras en el pago de sus obligaciones contraídas con los 
prestadores del servicio de salud, resulten amparadas por el mencionado principio, 
pues implicaría favorecer la ineficacia y el colapso del sistema de seguridad social 
del cual hacen parte las IPS (artículo 155 de la Ley 100 de 1993), toda vez que se 
auspiciaría el no pago de los servicios sanitarios, con lo cual no llegarían los 
dineros de la salud a donde fueron destinados por el Estado, al menos no 
oportunamente, en detrimento de las IPS - públicas, mixtas o privadas-, cuya 
viabilidad financiera depende precisamente de que los pagos por los servicios que 
prestan les sean diligentemente sufragados. 

En este orden de ideas, la Sala no advierte manifiestamente contario al 
Ordenamiento los embargos objeto de indagación, más aún se observan 
razonablemente ajustados a la Constitución.” (Negrillas del Juzgado) 

Ahora, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, en sentencia 
del 12 de febrero de 2014, radicado No. 270011102000201100002- 01, Magistrado Ponente Dr. 
ANGELINO LIZCANO RIVERA, igualmente manifestó que es procedente el embargo de los 
recursos del sistema general de participaciones, en los casos previstos por la Corte 
Constitucional, al siguiente tenor: 

“1. Regla general: la inembargabilidad de los bienes y recursos del Estado. Ha 
sostenido la Corte Constitucional que el principio de inembargabilidad de los 
bienes y recursos del Estado tienen sustento constitucional tendiente a asegurar 
la consecución de los fines de interés general que conlleva la necesidad de 
efectivizar materialmente los derechos fundamentales, así como el cumplimiento 
de los distintos cometidos estatales. En otros términos, este principio que se predica 
del presupuesto de los órganos y entidades del Estado, propende por la protección 
de los recursos financieros, destinados a la satisfacción de los requerimientos 
indispensables para realizar la dignidad de la persona humana (sentencias C-546 
de 1992, C-337 de 1993, C-103 de 1994, C-263 de 1994, C-354 de 1997, C-793 
de 2002, C-566 de 2003, C-1064 de 2003 y C-192 de 2005). 

 
Principio consagrado en el artículo 63 de la Carta Fundamental que enuncia, 
además de la imprescriptibilidad e inalienabilidad, la inembargabilidad de los bienes 
de uso público, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la nación, así 
como difiere en la ley la posibilidad de determinar los demás bienes que guarden 
dichas características, sin que el ejercicio de tal función, comporte transgresión de 
otros principios o derechos constitucionales. 

2. Las excepciones a la inembargabilidad de los bienes y recursos del Estado. El 
principio de inembargabilidad del presupuesto de las entidades y órganos del 
Estado encuentra algunas excepciones, así: 

(i) Cuando se trate de créditos laborales, cuya satisfacción se hace necesaria para 
realizar el principio de dignidad humana y efectivizar el derecho al trabajo en 
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condiciones dignas y justas (Sentencia C-546 de 1992, línea jurisprudencial 
reiterada en las sentencias C-013 de 1993, C- 107 de 1993, C-337 de 1993, C-103 
de 1994, C-263 de 1994, T-025 de 1995, T-262 de 1997, C-354 de 1997, C-402 
de 1997, T-531 de 1999, T-539 de 2002, C-793 de 2002, C-566 de 2003, C-1064 
de 2003 y T-1195 de 2004); 

(ii) Respecto de sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y el 
respeto de los derechos reconocidos en dichas decisiones judiciales (sentencia C-
354 de 1997, T-531 de 1999, T-539 de 2002 y C- 402 de 1997), y, 

(iii) Consten en títulos que provienen del Estado deudor y que configuran una 
obligación clara, expresa y actualmente exigible (sentencias C-103 de 1994, C-354 
de 1997, C-402 de 1997, T-531 de 1999 y T-539 de 2002). 

3. Los recursos que hacen parte del sistema general de participaciones (artículos 
356 y 357 de la Constitución). El sistema general de participaciones está 
constituido por recursos que la Nación transfiere a las entidades territoriales por 
mandato de los artículos 356 y 357 de la Constitución, tendiente a la financiación 
de los servicios cuya competencia les asigna la Ley 715 de 2001. 

 

De esta forma, el sistema general de participaciones, según lo expuesto en el 
artículo 3º de la precitada ley, está conformado por: (i) una participación con 
destinación específica para el sector educativo, denominada participación para 
educación; (ii) una participación con destinación específica para el sector salud, 
que se denomina participación para salud y, (iii) una participación de propósito 
general que incluye los recursos para agua potable y saneamiento básico, que se 
denomina participación para propósito general. 

El monto total del sistema general de participaciones, según lo dispuesto en el 
artículo 4º de la Ley 715 de 2001, una vez descontados los recursos a que se 
refiere el parágrafo 2º del artículo 2º ibídem, que equivale al 4% del citado monto, 
se distribuye así: (i) el 58.5% para la participación para educación; (ii) el 24.5% 
para la participación referida al sector salud, y, (ii) el 17% para la participación por 
propósito general. 

 
En cumplimiento de los mandatos superiores, la Ley 715 de 2001, en los artículos 
15, 47 y 78, estableció, respectivamente, el destino de los recursos de la 
participación para educación, salud y de propósito general. 

4. Regla general: la inembargabilidad de los recursos que hacen parte del sistema 
general de participaciones. Para la Corte Constitucional, la inembargabilidad de los 
recursos que las entidades territoriales reciban del sistema general de 
participaciones, con destino a los sectores salud, educación y de propósito general, 
constituye un desarrollo legislativo razonable de lo dispuesto en el artículo 63 
constitucional. De allí que la protección de estos recursos, tiene como finalidad 
cumplir las funciones sectoriales a cargo de las entidades territoriales, por esta 
razón, no pueden sujetarse a la eventualidad de medidas cautelares que 
obstaculicen e impidan la ejecución de los planes y programas respectivos. 

5. Las excepciones a la inembargabilidad de los recursos del sistema general de 
participaciones. Ha sostenido el máximo Tribunal Constitucional que el principio de 
inembargabilidad de los recursos públicos no puede ser considerado absoluto, 
pues la aplicación del mismo debe entenderse de acuerdo a los parámetros fijados 
por la jurisprudencia constitucional. De allí que la embargabilidad de las rentas y 
recursos presupuestales provenientes de las participaciones, procede cuando se 
trate de obligaciones contraídas por las entidades territoriales en materia laboral, o 
cuando se trate del pago de sentencias y demás obligaciones claras, expresas y 
actualmente exigibles a cargo de las entidades públicas, siguiendo los parámetros 
de lo regulado en el Estatuto Orgánico del Presupuesto y en los artículos 176 y 177 
del CCA. 
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Sin embargo, la excepción a la regla general de inembargabilidad de los recursos 
del sistema general de participaciones, solo es procedente frente a obligaciones 
que tengan como fuente las actividades propias de la destinación de los recursos, 
según lo establecido en los artículos 15, 47 y 78 de la Ley 715 de 2001, esto es, 
educación, salud y propósito general. De esta manera, el pago de obligaciones que 
provengan de otros servicios, sectores o actividades a cargo de las entidades 
territoriales, no puede efectuarse con cargo indiscriminadamente a los recursos de 
alguno de estos sectores, sino al que pertenece la actividad para la cual se 
destinaron dichos recursos, pues lo contrario significaría la afectación indebida de 
la configuración constitucional del derecho a las participaciones establecido en el 
artículo 287 numeral 4 de la Constitución, regulado por los artículos 356 y 357 ibídem 
que privilegian la garantía de tales servicios a favor de la comunidad. 

En la Sentencia C-566 de 2003, la Corte Constitucional declaró “EXEQUIBLE, por 
los cargos formulados, la expresión ‘estos recursos no pueden ser sujetos de 
embargo’ contenida en el primer inciso del artículo 91 de Ley 715 de 2001, en el 
entendido que los créditos a cargo de las entidades territoriales por actividades 
propias de cada uno de los sectores a los que se destinan los recursos del sistema 
general de participaciones (educativo, salud y propósito general), bien sea que 
consten en sentencias o en otros títulos legalmente válidos que contengan una 
obligación clara, expresa y actualmente exigible que emane del mismo título, 
deben ser pagados mediante el procedimiento que señale la ley y que transcurrido 
el término para que ellos sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con 
embargo, en primer lugar, de los recursos del presupuesto destinados al pago de 
sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esa clase de títulos, y, si ellos no 
fueren suficientes, de los recursos de la participación respectiva, sin que puedan 
verse afectados con embargo los recursos de las demás participaciones. 

Así mismo en el entendido que en el caso de los recursos de la participación de 
propósito general que, de acuerdo con el primer inciso del artículo 78 de la Ley 715 
de 2001, los municipios clasificados en las categorías 4ª, 5ª y 6ª destinen al 
financiamiento de la infraestructura de agua potable y saneamiento básico y 
mientras mantengan esa destinación, los créditos que se asuman por los 
municipios respecto de dichos recursos estarán sometidos a las mismas reglas 
señaladas en el párrafo anterior, sin que puedan verse afectados con embargo los 
demás recursos de la participación de propósito general cuya destinación está 
fijada por el Legislador, ni de las participaciones en educación y salud”. 

 

6. Procedimiento a seguir para adelantar ejecución y hacer efectiva la medida 
cautelar de embargo sobre los recursos del sistema general de participaciones. 

Los créditos a cargo de las entidades territoriales originados en actividades propias de 
cada uno de los sectores destinatarios de los recursos del sistema general de 
participaciones, esto es, educación, salud y propósito general, bien sea que consten en 
sentencias o en otros títulos legalmente válidos que contengan una obligación clara, 
expresa y actualmente exigible que se origine en el mismo título deben ser pagados 
mediante el procedimiento que señale la ley, y una vez transcurrido el término para que 
ellos sean exigibles, es posible la ejecución, con embargo, en primer lugar, de los recursos 
del presupuesto destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de 
esta clase de títulos, y, si ellos no fueren suficientes, de los recursos de la participación 
respectiva, sin que puedan afectarse con embargo los recursos pertenecientes a las otras 
participaciones (sentencias C-793 de 2002 y C-566 de 2003).” 
 
Además de ser compartida por las Altas Cortes la postura que admite el embargo de los recursos 
del sistema general de participaciones por obligaciones laborales, también la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado, en Circular Externa No. 7 del 19 de octubre de 2016, acogió tal 
tesis, diciendo lo siguiente: 

“Existe entonces un soporte constitucional, legal y jurisprudencial, protector del principio 
de inembargabilidad de los recursos públicos de obligatoria observancia por parte de los 
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jueces y funcionarios administrativos. No obstante, la inembargabilidad no es un principio 
absoluto. En efecto existen una serie de excepciones contenidas, tanto en instrumentos 
legales como en precedentes jurisprudenciales de la Corte Constitucional, que permiten 
la aplicación de medidas cautelares sobre bienes o recursos públicos, en principio 
cobijados con dicha protección. En este sentido, la Corte Constitucional, mediante la 
Sentencia C-1154 de 2008, limitó el beneficio de inembargabilidad cuando se trate de: 

i) la necesidad de satisfacer créditos u obligaciones de origen laboral con lo cual 
se busca efectivizar el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas; por considerar 
que la tensión existente entre el principio de intangibilidad judicial del presupuesto general 
de la nación, y el derecho al trabajo debe resolverse en favor de este último, por constituir 
un valor fundante del Estado Social de Derecho merecedor de una especial protección 
constitucional[4], en procura de la realización efectiva de los derechos laborales 
reconocidos en sentencias judiciales o actos administrativos. 

 
En consecuencia, la Corte Constitucional condicionó la constitucionalidad del artículo 21 
del Decreto ley 028 de 2008 concerniente al monitoreo, seguimiento y control de los 
recursos del Sistema General de Participaciones, bajo el entendido de que el pago de las 
obligaciones laborales reconocidas mediante sentencia debe efectuarse máximo en un 
plazo de 18 meses[5] posteriores a su ejecutoria, luego de lo cual podrán imponerse 
medidas cautelares sobre los ingresos corrientes de libre destinación de las entidades 
territoriales, y si dichos recursos no son suficientes se podrá acudir a los recursos de 
destinación específica y sobre los bienes de las entidades u órganos respectivos. 

ii) el pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y el respeto 
de los derechos reconocidos en dichas providencias, tal y como se postuló en la Sentencia 
C-354 de 1997, donde además la Corte señaló que en tratándose de providencias 
proferidas por la jurisdicción contenciosa administrativa, era menester acatar los plazos 
para su cumplimiento y ejecución señalados en los artículos 176 (30 días contados desde 
la comunicación de la sentencia) y 177 del C.C.A. (18 meses después de la ejecutoria de la 
sentencia), trascurridos los cuales es viable ordenar el embargo de los recursos del 
presupuesto, comenzando con el rubro destinado al pago de sentencias y conciliaciones. 

iii) los títulos emanados del Estado que reconocen una obligación clara, expresa 
y exigible. En la misma providencia C-354 de 1997, la Corte Constitucional hizo extensiva 
la regla de decisión señalada respecto de la excepción al principio de inembargabilidad 
para el pago de sentencias judiciales, a aquellos créditos cuyo título consta en actos 
administrativos, o que sean originados en las operaciones contractuales de la 
administración, esto es, provenientes del Estado deudor, siempre que en ellos conste una 
obligación clara, expresa y actualmente exigible. Para el alto tribunal tanto valor tiene el 
crédito reconocido en una sentencia como el que crea el propio Estado, con una 
particularidad y es que en el caso de títulos ejecutivos emitidos mediante actos 
administrativos la obligación debe emanar del mismo título, y en el evento de que hayan 
sido producidos de manera manifiestamente fraudulenta es posible su revocación por la 
administración. 

Finalmente la Corte Constitucional reafirma en la providencia C-1154 de 2008, la regla 
jurisprudencial trazada en la Sentencia C-793 de 2002 y reiterada en la C-566 de 2003, C-
192 de 2005 y T-1194 de 2005, según la cual, estas tres (3) reglas de excepción al 
principio de inembargabilidad del Presupuesto General de la Nación a que se ha hecho 
alusión, eran igualmente aplicables respecto de los recursos del Sistema General de 
Participaciones, siempre y cuando las obligaciones reclamadas tuvieran fuente en alguna 
de las actividades a las cuales estaban destinados los recursos del Sistema (educación, 
salud, agua potable y saneamiento básico), a excepción de los recursos de propósito 
general que los municipios de 4ª, 5ª y 6ª categoría destinen libremente –por autorización 
del artículo 78 de la Ley 715 de 2001 hasta un 42%–, para inversión u otros gastos de 
funcionamiento distintos a financiar la infraestructura de agua potable y saneamiento 
básico, en cuyo caso no gozan de la inembargabilidad de los recursos del sistema de 
participaciones.” (Negrillas del Juzgado) 
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En idéntico sentido, el Ministerio de Salud y Protección Social, en la Circular No. 000024 del 25 
de abril de 2016, señaló: 

“La Corte Constitucional en Sentencias como la C1154 de 2008 y C 539 de 2010, al 
ponderar el postulado de la inembargabilidad del Sistema General de Participaciones con 
otros mandatos y garantías también de rango constitucional, ha considerado que el mismo 
no opera como una regla sino como un principio y que por ende, no tiene carácter absoluto, 
es decir, que admite excepciones, a saber: i) la necesidad de satisfacer créditos u 
obligaciones de origen laboral con miras a efectivizar el derecho al trabajo en condiciones 
dignas y justas, ii) el pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y 
el respeto de los derechos reconocidos en dichas providencias, y iii) los títulos emanados 
del Estado que reconocen una obligación clara, expresa y exigible.” (Negrillas del 
Juzgado) 

Además, la Contraloría General de la REPÚBlica comparte esa posición, tal como se plasmó 
en la Circular No. 1458911 del 13 de julio de 2012, acogida también en su Circular No. 17 de 
ese mismo año. En la primera dijo: 

“Ahora, es preciso señalar que existe excepción al principio de inembargabilidad, 
establecida en la Sentencia T-025 de 1995, a saber: 

 
"Finalmente, podemos resaltar la Sentencia C-1154 de 2008, que sobre el particular 
indica: 
 
“El legislador ha adoptado como regla general la inembargabilidad de los recursos púbicos 
(...) pero ante la necesidad de armonizar esa cláusula con los demás principios (...) la 
jurisprudencia ha fijado algunas reglas de excepción (...). 

(i) Cuando se pretende satisfacer créditos u obligaciones de origen laboral. 

(ii) Se busque el pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad 
jurídica y el respecto de los derechos reconocidos en dichas providencias. 

(iii) Cuando la petición se origine en títulos emanados del Estado que reconozcan 
una obligación clara, expresa y exigible." (Negrillas del Juzgado) 

 
Vemos que, la excepción al principio de inembargabilidad derivado de la efectividad de la 
cancelación o pago de las obligaciones dinerarias a cargo del Estado, en el caso concreto, de 
obligaciones claras, expresas y exigibles derivadas de títulos emanados del estado, impone la 
posibilidad de embargar los bienes y recursos incorporados al Presupuesto General de la 
Nación, debido a que las obligaciones claras, expresas y exigibles  son materia privilegiada y 
por ende la especial protección que se prodiga de los mismos por parte del Estado. 
 
Así las cosas, para la Corte resulta razonable embargar los dineros girados del SGP a una 
institución prestadora de servicios de salud, cuando la medida cautelar pretende garantizar el 
pago de obligaciones contenidas en títulos ejecutivos emitidos en razón de los mismos servicios 
de salud prestados a los afiliados del sistema de seguridad social, pues si el principio de 
inembargabilidad – tal y como lo tiene reconocido la Corte Constitucional – es asegurar el 
destino social y la inversión efectiva de los mismos, sería desproporcionado que frente al 
incumplimiento de las empresas en el pago de las obligaciones contraídas con los prestadores 
del servicio de salud, resulten amparadas por el mismo principio; pensar lo contrario, implicaría 
favorecer la ineficacia y el colapso del sistema de seguridad social del cual hacen parte las IPS, 
toda vez que se auspiciaría el no pago de los servicios sanitarios, con lo cual no llegarían los 
dineros de la salud a donde fueron destinados por el Estado, al menos no oportunamente, en 
detrimento de las IPS -públicas, mixtas o privadas-, cuya viabilidad financiera depende del pago 
oportuno de los servicios que prestan.  
 
De acuerdo con lo discurrido líneas atrás, para el despacho es claro que la decisión recurrida es 
acertada, como quiera que, en el presente proceso se ejecuta un título emanado del Estado, 
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representados en las facturas de los bienes suministrados (veinticuatro (24) facturas de venta), 
contentivos de unas obligaciones claras, expresas y exigibles, tal como se dijo y de valoró en el 
auto que libró mandamiento de pago por el juez de conocimiento del momento, y que no fue 
objeto de reposición ni excepción por la parte ejecutada, E.S.E. HOSPITAL SANTA CRUZ DE 
URUMITA, la cual fue notificada personalmente guardando silencio y se emitió auto que ordenó 
seguir adelante con la ejecución, el Juzgado considera que son procedentes las medidas 
cautelares que se dictaron mediante las providencias del Veintinueve (29) de noviembre del año 
Dos Mil Diecinueve (2019), del Diez (10) de diciembre del año Dos Mil Diecinueve (2019) y del 
Veintiocho (28) de Enero del año Dos Mil Veinte (2020); en aplicación de una de las excepciones 
jurisprudenciales al principio de inembargabilidad; la cual en este caso se encuentra plenamente 
acreditada, por tanto, las aludidas medidas cautelares deben mantenerse vigentes, por lo que 
resulta correcto negar la solicitud de desembargo planteada por el apoderado de la parte 
ejecutada y la excepción de inembargabilidad planteada por el Banco Davivienda S.A., el Banco 
Agrario de Colombia S.A., el Banco de Bogotá S.A, Nueva EPS, la E.S.E. HOSPITAL SANTA 
CRUZ DE URUMITA  y la SECRETARÍA DE HACIENDA Y DESARROLLO ECONÓMICO CON 
FUNCIONES DE TESORERÍA DE URUMITA, por ende, se negará el recurso de reposición 
interpuesto por el apoderado de la parte ejecutada, y en consecuencia confirmará en su integridad 
el auto del 06 de Noviembre de 2020. 
 
En este orden de ideas, en virtud de que se interpuso de manera subsidiaria el recurso de 
apelación con el mismo objeto de la reposición, concluye el Despacho que el recurso de apelación 
fue interpuesto en debida forma, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 320, 321 y 322 
del Código General del Proceso, se concederá el recurso de apelación contra el auto de fecha 06 
de noviembre de 2020, en el efecto devolutivo. 
 
En torno a la solicitud recibida el día 27 de noviembre de 2020, donde se pide la entrega de los 
títulos judiciales que se encuentren a favor de la parte ejecutante dentro del proceso de la 
referencia, revisada la cuenta judicial del despacho no se observan títulos judiciales dentro de 
este proceso a favor de la parte ejecutante, por lo que no resulta procedente la entrega solicitada, 
y respecto a la indicación de la solicitante de que los mismos están a disposición del juzgado para 
ser requeridos, ese requerimiento resulta igualmente improcedente, toda vez que, no existe una 
solicitud de desembargo pendiente por resolver y el auto de fecha 06 de noviembre de 2020 no 
se encuentra ejecutoriado, por lo anterior, la solicitud será negada. 
 
Se recibió igualmente el día 03 de diciembre de 2020 el oficio AE-92267-20 YJ  de Scotiabank 
Colpatria S.A., por lo que el despacho resolverá agregarlo a los autos y ponerlo en conocimiento 
de la parte interesada.  
 
Por último, el día 04 de diciembre de 2020 se recibió solicitud del Banco BBVA Colombia S.A., la 
cual resulta procedente, por lo que se ordenará que por secretaría se comunique al Banco BBVA 
Colombia S.A. que, este despacho mediante las providencias de fecha 06 y 20 de Noviembre del 
año Dos Mil Veinte (2020) resolvió ratificar y mantener las medidas cautelares respecto de las 
cuales se había planteado la excepción de inembargabilidad por algunas de las entidades 
encargadas de cumplirlas, e igualmente por medio de la primera providencia se negó la solicitud 
de desembargo presentada por el apoderado de la parte ejecutada, y que contra el auto de fecha 
06 de Noviembre del año Dos Mil Veinte (2020) el apoderado de la parte ejecutada formuló 
recurso de reposición y en subsidio apelación, la reposición se negará por medio de esta 
providencia y la apelación se concederá ante el superior jerárquico en efecto devolutivo. 
 
En consecuencia, el JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE URUMITA – LA GUAJIRA,  

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: NEGAR el recurso de reposición interpuesto por el apoderado de la parte ejecutada, 
y en consecuencia CONFIRMAR en su integridad el auto del 06 de Noviembre de 2020, de 
conformidad con las consideraciones expuestas en esta providencia. 

SEGUNDO: CONCEDER en el Efecto Devolutivo el Recurso de Apelación; interpuesto 
subsidiariamente por el apoderado de la parte demandada contra el Auto de fecha 06 de 
noviembre de 2020, conforme a lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia.  
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TERCERO: Ordenar la reproducción o expedición de copias del cuaderno de medidas cautelares 
de este proceso, a costa del recurrente, de resultar necesarias, para efectos del envió de las 
mismas al JUZGADO PROMISCUO DE CIRCUITO DE VILLANUEVA, para lo de su cargo.  

Advertir al recurrente que deberá suministrar las expensas necesarias para la expedición de 
copias en el término de cinco (5) días, so pena de ser declarado desierto el recurso interpuesto.  

CUARTO: Suministradas oportunamente las copias ordenadas, por secretaria, remítase 
inmediatamente el expediente al JUZGADO PROMISCUO DE CIRCUITO DE VILLANUEVA. 

QUINTO: NEGAR la solicitud de entrega de títulos judiciales y de requerimiento recibida el día 
27 de noviembre de 2020, conforme lo expuesto en precedencia. 
 
SEXTO: AGREGAR a los autos y PONER EN CONOCIMIENTO de la parte interesada, el oficio 
AE-92267-20 YJ recibido el día 03 de diciembre de 2020 del Banco Scotiabank Colpatria S.A., 
para que obre lo que allí se expresa. 
 

SÉPTIMO: ORDENAR que por secretaría se comunique al Banco BBVA Colombia S.A. que, este 
despacho mediante las providencias de fecha 06 y 20 de Noviembre del año Dos Mil Veinte (2020) 
resolvió ratificar y mantener las medidas cautelares respecto de las cuales se había planteado la 
excepción de inembargabilidad por algunas de las entidades encargadas de cumplirlas, e 
igualmente por medio de la primera providencia se negó la solicitud de desembargo presentada 
por el apoderado de la parte ejecutada, y que contra el auto de fecha 06 de Noviembre del año 
Dos Mil Veinte (2020) el apoderado de la parte ejecutada formuló recurso de reposición y en 
subsidio apelación, la reposición se niega por medio de esta providencia y la apelación se 
concede ante el superior jerárquico en efecto devolutivo. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 
 
      

JOSÉ FRANCISCO DÍAZ DÍAZ 
Juez 

 
 JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE URUMITA-LA 

GUAJIRA 

NOTIFICACIÓN EN ESTADO 

La presente providencia se notifica a las partes por medio de 
anotación en estado electrónico No. 067, a las 8:00 a.m.  

 

EDITH NUÑEZ MARIN 
Secretaria.- 


